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COMPETENCIA PENAL . Tribunal de Juicio con función Menores, intervención en caso de excusación en 
los Distritos Judiciales Orán, Tartagal y del Sur. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Sra. Juez del Tribunal de Juicio Sala II y de 
Menores de Primera Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. II. CO-
MUNICAR lo resuelto a la Sra. Juez del Tribunal de Juicio Sala II y de Menores de Segunda Nominación del 
Distrito Judicial Tartagal. 
DOCTRINA: La Ley Orgánica 7716 en su artículo 14, punto II), establece que los Jueces de Garantías de los 
Distritos Judiciales Orán, Tartagal y del Sur, en caso de impedimento, inhibición o recusación, serán reempla-
zados por jueces con asiento en el Distrito y Circunscripción respectiva, siguiendo el orden establecido para 
los Jueces de Garantías del Distrito Judicial del Centro. 

Según lo dispuesto por el apartado I, inc. b) de la Ley 7797 existe un sistema de reemplazos de los 
Jueces de Garantías entre los que se encuentra el Juez de Menores, en orden de nominación y con asiento en 
el Distrito respectivo. 

A falta de otro magistrado de igual clase que pueda reemplazar al Juez de Garantías inhibido, atañe 
hacerlo al Juez del Tribunal de juicio con función Menores. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CASTELLI, DANIEL ANTONIO POR AMENAZAS EN PERJUICIO DE 
JUÁREZ, ADRIANA IRENE – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. 
Nº CJS 37.966/15) (Tomo 203: 591/596 - 18 /febrero/ 2016) 
 
EXCUSACIÓN . Intervención como querellante en el expediente principal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 36 por el señor Juez de Corte Dr. Gui-
llermo Alberto Posadas. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del señor Juez de Corte que expresa que en el expediente 
principal, del cual deriva la queja presentada, interviene a través de sus letrados apoderados como querellante, 
porque ello constituye una circunstancia objetiva, taxativamente prevista en el artículo 53 inciso d) del Códi-
go Procesal Penal (texto según Ley 7690).  

Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo ob-
jeto, o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su 
actividad jurisdiccional. Ello tiende a asegurar la más absoluta imparcialidad en los encargados de administrar 
justicia y hacer insospechables, en ese sentido, las acciones judiciales. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“QUERELLA CONTRA EL SR. MENA SARAVIA, FEDERICO – QUEJA POR REC. 
DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.053/15) (Tomo 203: 287/290 - 02 /febrero/ 
2016) 
 



EXCUSACIÓN . Reenvío. Jueces de la Corte. Haber pronunciado sentencia en el mismo proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas por los Sres. Jueces de la Corte de Jus-
ticia Dres. Guillermo Alberto Posadas, Guillermo Alberto Catalano, Sergio Fabián Vittar, Abel Cornejo, Su-
sana Graciela Kauffman y Guillermo Félix Díaz. II. DEJAR ESTABLECIDO que el Tribunal queda integrado 
por los Dres. Ernesto R. Samsón, Virginia Haydeé Solórzano, Luciano Martini, Pablo David Arancibia, 
Eduardo Arturo Barrionuevo y Rubén Eduardo Arias Nallar. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar las excusaciones de los Sres. Jueces de Corte que han suscripto la senten-
cia que rechazó el recurso de casación y la que denegó el recurso extraordinario federal, para intervenir en el 
reenvío dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, porque las circunstancias invocadas se ade-
cuan al motivo previsto en el artículo 51 inciso 1º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifi-
catorias). 
           Para la existencia del debido proceso, es necesario que el juzgador sea un real tercero en la relación 
litigiosa, de modo que, cuando no está en esa condición, tiene el deber legal de hacerlo saber a las partes me-
diante su excusación, instrumento que la ley proporciona para hacer conocer la falta de competencia subjetiva. 
Por consiguiente, el magistrado tiene que apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto o 
de sus partes no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad 
jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón –Juez de Corte-, Pablo Arancibia, Rubén Eduardo Arias Nallar, Eduardo A. Ba-
rrionuevo, Luciano I. Martini, Virginia H. Solórzano –Jueces del Tribunal de Impugnación llamados a inte-
grar-.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C VILLAGRÁN, CRISTIAN HORACIO - RE-
CURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.700/12) (Tomo 203:  459/464 - 04 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Acordada 11224 de la Corte 
de Justicia; requisitos de orden formal; autosuficiencia de la queja. Ausencia de sentencia definitiva. Resolu-
ciones que obligan a continuar sometido a proceso penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 12/14. 
DOCTRINA: Por Acordada 11.224 la Corte de Justicia precisó los requisitos de orden formal a los que se 
supedita la admisibilidad de la queja en el proceso penal, de manera tal de garantizar el debido proceso y el 
derecho de defensa en juicio, al posibilitar un adecuado conocimiento de las condiciones mínimas necesarias 
para que el Tribunal, en el ejercicio eminente de la jurisdicción constitucional, proceda a conocer en la queja 
deducida. 

La queja debe revestir el carácter de autosuficiente, y que es carga de la parte acompañar las constan-
cias de la causa que resulten necesarias para su examen. 

Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si de las copias 
acompañadas surge que el quejoso omitió dar cumplimiento a lo dispuesto en los incisos 4º, 7º y 8º del apar-
tado I de la Acordada 11.224, pues no incorporó el escrito en que dedujo la apelación, las constancias de noti-
ficación de las resoluciones dictadas en segunda instancia y toda otra actuación que resulte necesaria. 

No procede la queja, si la resolución cuestionada no constituye sentencia definitiva a los fines del re-
curso de inconstitucionalidad, al tratarse de un pronunciamiento del tribunal de apelación que declara abstrac-
ta la cuestión y obliga a la prosecución del proceso. 

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso penal no resultan equiparables a sen-
tencia definitiva. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado. En virtud del principio de 
taxatividad o legalidad, las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expre-
samente establecidos en el Código Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalana     DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C IBARRA, JORGE BERNARDO – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.110/16) (Tomo 203:  609/618 - 18 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO.  Acordada 11224 de la Corte 
de Justicia; requisitos de orden formal. Autosuficiencia, copias. Aplicación de la ley procesal penal. Plazos 
en que debe cumplirse la investigación penal preparatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 11/15. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si no incorpo-
ró copia de la resolución dictada en primera instancia ni constancia de la notificación de tal resolución y, 
además, no se demuestra la existencia de una cuestión constitucional ni arbitrariedad en los fundamentos de la 
resolución impugnada 
          Por Acordada 11.224 la Corte de Justicia precisó los requisitos de orden formal a los que se supedita 
la admisibilidad de la queja en el proceso penal, de manera tal de garantizar el debido proceso y el derecho de 
defensa en juicio, al posibilitar un adecuado conocimiento de las condiciones mínimas necesarias para que el 
Tribunal, en el ejercicio eminente de la jurisdicción constitucional, proceda a conocer en la queja deducida. 



Las copias que deben acompañarse con todo escrito de interposición de queja por recurso de incons-
titucionalidad denegado deben ser extraídas exclusivamente de las actuaciones incorporadas al expediente o, 
en el caso de resoluciones, del protocolo respectivo. 

La queja debe revestir el carácter de autosuficiente, y que es carga de la parte acompañar las constan-
cias de la causa que resulten necesarias para su examen. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz y Kauff-
man) 
               Constituye un impedimento para la admisión de la queja por recurso de inconstitucionalidad dene-
gado el hecho de carecer de la debida fundamentación. 

No basta para que se configure una situación de inconstitucionalidad la sola invocación de que se han 
vulnerado derechos fundamentales si no se prueba la afectación concreta de esos derechos. Constituye carga 
procesal del interesado demostrar que existe una relación directa entre la materia del pleito y la invocada 
cuestión constitucional. 

Por Ley 7799 se introdujeron diversas modificaciones al Código Procesal Penal y, entre ellas, se 
otorgó una nueva redacción al art. 256 relativo a los plazos en que debe cumplirse la investigación penal pre-
paratoria. 

La Ley 7799 no contiene una norma sobre procesos pendientes ni regula expresamente las conse-
cuencias de la sucesión legislativa operada. En consecuencia, resultan de aplicación las reglas generales de los 
artículos 5º y 7º del Código Civil y Comercial de la Nación y, por ende, las nuevas disposiciones rigen para 
los procesos en trámite, salvo actos precluidos. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano y Cornejo)           
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “JAIME LÓPEZ FIGUEROA – DEFENSOR OFICIAL PENAL DE LA UNI-
DAD DE DEFENSA Nº 2 EN RELACIÓN AL EXPEDIENTE NRO. G01-104091 DE LA 
SALA II – CARATULADO RECURSO DE APELACIÓN - QUEJA POR REC. DE IN-
CONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.763/15) (Tomo 203: 381/392 - 02 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO.  Acordada 11224 de la Corte 
de Justicia. Requisitos formales. Resolución irrecurrible. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 14/16 de autos. 
DOCTRINA: Por Acordada 11224 la Corte de Justicia precisó los requisitos de orden formal a los que se 
supedita la admisibilidad de la queja en el proceso penal, de manera tal de garantizar el debido proceso y el 
derecho de defensa en juicio, al posibilitar un adecuado conocimiento de las condiciones mínimas necesarias 
para que el Tribunal, en el ejercicio eminente de la jurisdicción constitucional, proceda a conocer en la queja 
deducida. 
           Se debe rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el impugnante omitió 
acompañar las copias correspondientes a la resolución de primera instancia y la cédula o constancia de notifi-
cación de esa decisión -recaudos previstos en el apartado I, puntos 2, 7 de la Acordada 11224. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Samsón, Catalano y Cornejo) 
              Corresponde el rechazo de la queja, si el quejoso pretende someter a revisión de la instancia superior 
una decisión del juez de grado que por ley resulta irrecurrible, con lo cual la declaración de inadmisibilidad de 
la apelación deducida y la denegación del recurso de inconstitucionalidad resultan ajustadas a derecho y por 
ende no susceptibles de calificarse como arbitrarias. 
           El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la  inadmisibilidad del planteo. 

El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. Su 
admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, oportunamente introducida, de-
viene esencial para la resolución de la causa. 

Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida fun-
damentación, si que no se demuestra que el Tribunal de Impugnación hubiera fallado con desapego a la ley y 
el impugnante se limita a reiterar los razonamientos expuestos al fundar los recursos de apelación e inconsti-
tucionalidad, los que fueron valorados y resueltos por los jueces de la causa con estricta aplicación de la ley 
de procedimientos. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SALVATIERRA, JUAN MANUEL - QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. N° CJS 37.994/15) (Tomo 203: 275/280 - 02 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Ausencia de debida funda-
mentación. Aplicación de la ley común y procesal, requisitos de procedencia de la suspensión del juicio a 
prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 70/74 vta. 



DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, si los agravios, que refieren a la supuesta arbitrariedad en la 
aplicación de la ley sustantiva en lo que hace a los requisitos de procedencia del instituto de la suspensión del 
juicio a prueba, consisten en una mera divergencia con lo resuelto, reiterado en los sucesivos planteos y res-
pondido oportunamente por los Magistrados. 
           Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida fun-
damentación, al haber omitido el impugnante demostrar la inexactitud de las razones en que se sustentó la 
denegatoria del recurso. 

Los agravios deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de 
inconstitucionalidad a fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de in-
constitucional 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
AGÜERO, JESÚS MARCELO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.947/15)  
(Tomo 203: 49/56 - 29 /diciembre/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO.  Ausencia de sentencia defini-
tiva. Cuestiones procesales. Recusación de los jueces de la causa. Gravedad institucional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 249/255. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inco0nstirtucionalidad denegado si la resolu-
ción recurrida no es sentencia definitiva y en atención a la naturaleza procesal de la cuestión debatida, referida 
a la excusación o recusación de los jueces de la causa. 
         Los pronunciamientos que rechazan una recusación con causa no tienen el carácter de sentencia 
definitiva a los fines del recurso extraordinario, máxime si el fallo impugnado cuenta con suficientes funda-
mentos de derecho procesal, sin que se advierta que lo resuelto resulte irrazonable. 
            El recurso de inconstitucionalidad, que en materia procesal penal se encuentra previsto en el art. 153 
ap. III, primer supuesto de la Constitución Provincial, y en los arts. 554 y 555 del C.P.P. (texto según Ley 
7690 y modificatorias), es de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. Su admisión se circunscribe 
a los supuestos en que una cuestión constitucional deviene esencial para la resolución de la causa o lo decidi-
do constituye un caso de sentencia arbitraria. 

No justifica, como regla, el otorgamiento del recurso extraordinario la invocada existencia de un su-
puesto de gravedad institucional, si el recurrente no demuestra que la intervención del Tribunal no tuviera otro 
alcance que remediar, eventualmente, los intereses de su parte. (Del voto de los Dres. Díaz, Posadas, Samsón y 
Vittar) 
             Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el quejoso, ade-
más de invocar la causal de arbitrariedad, predica la supuesta violación del principio de imparcialidad, el cual 
podría hallarse comprometido, pues las disposiciones procesales que vedan expresamente la facultad de recu-
rrir las resoluciones de los tribunales de alzada en los incidentes originados en el rechazo de la recusación 
resultan incongruentes, toda vez que desconocen la relevancia constitucional del principio de imparcialidad, 
de modo tal que cabe habilitar la vía recursiva local y en consecuencia considerar la resolución impugnada 
como sentencia equiparable a definitiva. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
ROMERO, JUAN CARLOS – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. 
Nº CJS 38.004/15) (Tomo 203: 707/718 - 22 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Ausencia de sentencia defini-
tiva; resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionali-
dad interpuesta a fs.38/43. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si en el caso 
se trata de una resolución de prosecución del proceso. 

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia de-
finitiva. 

En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocando 
un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.     DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C AGUIRRE, HÉCTOR RAÚL – QUEJA POR REC. DE INCONST. DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 37.995/15) (Tomo 203:  981/990 - 26 /febrero/ 2016) 



QUEJA POR RECURSO DE APELACION DENEGADO . El objeto de la presentación no es la denega-
ción de un recurso que deba conocer la Corte. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 92/95 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, si el objeto de la presentación examinada no es la denega-
ción de un recurso que deba conocer la Corte, sino el rechazo de un recurso de revocatoria dispuesto por el 
Tribunal de Impugnación. 
          La queja no es propiamente un recurso, pues se trata de un medio impugnativo accesorio de los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia del recurso. 

Es improcedente la queja, si en la causa no se verifica la denegación de la vía apelativa que argumen-
ta el quejoso, en tanto el fallo atacado se limita a resolver la revocatoria interpuesta poniendo a voto el recurso 
de apelación que se encuentra aún pendiente de resolución. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “INCI-
DENTE DE NULIDAD O EXCEPCIÓN PRESENTADO POR EL DR. GUILLÉN, OS-
CAR PEDRO – QUEJA POR RECURSO DE REPOSICIÓN DENEGADO - VARIOS” 
(Expte. N° CJS 37.760/15) (Tomo 203: 745/750 - 23 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Falta de debida fundamenta-
ción. Valoración de la prueba efectuada en casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 68/70 vta. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si los argumentos 
formulados por el quejoso versan sobre la valoración de las pruebas en las que la sentencia condenatoria en-
contró sustento suficiente y que además fueran ponderadas por el Tribunal de Impugnación al resolver el 
recurso de casación interpuesto. 

Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer de debida fundamenta-
ción, al haber omitido el impugnante demostrar la inexactitud de las razones en que se sustentó la denegatoria 
del recurso. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ESCOBAR, DIEGO ALEJANDRO - QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.019/15) (Tomo 203: 1055/1062 - 29 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Falta de debida fundamenta-
ción. Acción de revisión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 101/104. 
DOCTRINA: No resultan atendibles los argumentos del quejoso en el sentido de que se habría incurrido en un 
exceso de rigor formal al rechazar la acción de revisión, si como bien se indica en la resolución denegatoria, 
el carácter excepcional, extraordinario y autónomo de control de las decisiones judiciales que reviste dicha 
acción -porque obra contra la seguridad jurídica que impone una sentencia pasada en autoridad de cosa juzga-
da-, impide que se evalúe el acierto o error en la ponderación crítica de la prueba incorporada en la causa, tal 
como lo pretende el recurrente, toda vez que esta vía no implica una tercera instancia. 
           La falta de debida fundamentación de la queja, provoca su desestimación. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C GÓMEZ, ROBERTO NICOLÁS; GÓMEZ, DAMIÁN NICOLÁS – QUE-
JA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.905/15) (Tomo 203: 
1047/1054 - 29 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia. Ausencia de 
sentencia definitiva. Prisión preventiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesta a fs. 23/26. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, pues si bien 
en el caso la defensa cuestionó la prisión preventiva del imputado, sus argumentos no demuestran que el tri-
bunal haya incurrido en arbitrariedad o irrazonabilidad al disponer la prisión preventiva, y en la resolución 
impugnada sopesó tanto el derecho del individuo a no sufrir una privación de la libertad injusta, como el inte-
rés general de lograr la efectiva actuación de la ley penal. 

La legislación procesal penal disciplina nuestras cláusulas constitucionales en materia de libertad 
personal (art. 19 de la Constitución Provincial), entendiendo que el principio es el de “proceso sin preso” y la 
excepción es la restricción de la libertad en los límites de lo absolutamente indispensable y toma como pará-
metros de esa limitación dos grandes circunstancias: primero, la gravedad de los hechos y, segundo, el posible 
daño jurídico al proceso, en donde el primero muchas veces trae consigo la presunción de fuga. 



           En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Kauffman, Samsón Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
BENÍTEZ, ROQUE ANDRÉS – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Ex-
pte. Nº CJS 38.109/16)  (Tomo 203:  655/666 - 19 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Improcedencia.  Cuestiones  
de hecho y prueba resueltas en casación. Recurso “in pauperis”. Delito de tenencia de estupefacientes con 
fines de comercialización; actas, testimonios del personal policial.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado 
interpuesto a fs. 59/69. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si en sus 
agravios el quejoso refiere a cuestiones  de hecho y prueba resueltas en casación, ajenas, en principio, a la 
órbita del recurso extraordinario, y conforme a las constancias de la causa las circunstancias de modo, tiempo, 
lugar, ocasión y personas, así como la cantidad de unidades secuestradas en poder del acusado, permiten divi-
sar el aspecto material-objetivo del delito tenencia de estupefacientes con fines de comercialización e inferir 
razonablemente su costado anímico-volitivo. 
      La modalidad del recurso "in pauperis" encuentra fundamento en que la tutela constitucional de acce-
so a la justicia sea interpretada y ejecutada con marcada amplitud y cumplida por el abogado dando preferen-
cia al íntimo deseo del ciudadano por sobre sus propias evaluaciones técnicas. 

Los empleados o funcionarios policiales no han sido alcanzados por ninguna incompatibilidad o in-
capacidad testifical, tanto más cuando se trate de un relato meramente descriptivo o de una narración que 
hiciera el personal policial de aspectos prácticos, fácticos, materiales, procedimentales, históricos y objetivos 
referidos a su actuación preventiva o represiva en una determinada investigación preliminar. 

Los testimonios brindados en la causa por el personal policial actuante devienen válidos y legítimos 
como fuente fidedigna de convicción forense si resultan múltiples, precisos y concordantes, referidos a cues-
tiones prácticas de la investigación e insospechados de cualquier pasión enervante de su verosimilitud y ra-
cionalidad. 

El artículo 5o inciso c de la Ley 23737, en cuanto reprime la tenencia de estupefacientes con fines de 
comercialización, respeta los principios de razonabilidad y legalidad, toda vez que el legislador determinó la 
producción del daño a un bien basándose en un juicio verosímil, formulado sobre una situación de hecho 
objetiva y de acuerdo con criterios y normas de la experiencia. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar 
y Kauffman) 
             Corresponde hacer lugar a la queja planteada si el impugnante invoca la causal de arbitrariedad, la 
supuesta violación del debido proceso y los derechos de defensa en juicio, de propiedad y pueden hallarse en 
juego también el derecho al doble conforme y el principio “in dubio pro reo”. 

Cuando se tacha de arbitraria la veda al examen de fundabilidad de una decisión judicial, puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías revisoras contempladas por el ordena-
miento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado por el art. 8.2.h de la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, tratado internacional que forma parte del bloque de constitucionali-
dad. 

Las fuerzas policiales y de seguridad tienen el deber y la obligación de buscar testigos civiles, que 
nada tengan que ver con la fuerza interviniente para llevar a cabo un procedimiento, porque ello hace a la 
esencia de los principios de inocencia y de culpabilidad, indispensables para que el Estado de derecho no se 
torne utópico. (Del voto del Dr. Catalano) 
             Corresponde absolver a los acusados del delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercia-
lización por aplicación del principio “in dubio pro reo”, por ser nulas de nulidad absoluta las actuaciones 
labradas y haberse edificado el fallo condenatorio en conjeturas que no han sido acreditadas, ni por testigos 
civiles, ni por filmaciones que se podrían haber efectuado sin ningún inconveniente. 

La actuación policial no puede tener la omnipotencia de lo irrevisable, ni actuar sin testigos hábiles, 
porque no solamente se subvertiría el principio y la presunción de inocencia, sino que cualquier ciudadano 
quedaría sujeto a una suerte de avasallamiento que permite el descontrol de un accionar, cuyo límite, precisa-
mente es la vulneración de las garantías individuales. 

Los delitos calificados como de peligrosidad abstracta -como es el caso de los delitos de tráfico de 
estupefacientes- son punibles por la mera portación o tenencia de la sustancia, de modo tal que deben extre-
marse los recaudos para que el contenido de equidad de la sentencia no se vea soslayado. 

Los actos preparatorios punibles representan formas previas a la codelincuencia en el hecho consu-
mado. Con la tenencia con fines de comercialización se castiga la ultraintencionalidad del autor, que es preci-
samente lo que torna inconstitucional la figura, debido a que al autor de un delito no puede atribuírsele, allen-
de el dolo, ningún otro recaudo que la propia definición del delito, como antijurídico, culpable y punible. (Del 
voto del Dr. Cornejo) 



TRIBUNAL: Dres. Posadas. Samsón, Vittar, Catalano Cornejo, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: "C/C QUINO, OSCAR; GARCÍA, LUIS ALBERTO - QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO" (Expte. N° CJS 37.855/15)  (Tomo 203: 509/548 - 16 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Procedencia. Omisión de 
aplicar la norma procesal que rige la cuestión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 24/26 y, en su mérito, declarar mal 
denegado el recurso de inconstitucionalidad y requerir a la Sala II del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos principales a esta Corte. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si la decisión 
mediante la cual el tribunal desestima los agravios con el fundamento de que éstos no demuestran que el pro-
nunciamiento impugnado contenga violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación 
y razonamiento, aparece como una indebida restricción a la vía utilizada por la impugnante y revela un trata-
miento inadecuado de la cuestión. 

Los agravios de la quejosa, en cuanto cuestiona la declaración de nulidad del avocamiento y todos 
los actos procesales subsiguientes fundada en la aplicación de una norma no vigente, con omisión de otra que 
expresamente rige la cuestión, poseen entidad suficiente “prima facie” como para habilitar el control de cons-
titucionalidad por la vía del remedio intentado, sobre todo si se tiene en cuenta que la aplicación del precepto 
normativo obviado conduciría a una solución diametralmente opuesta a la adoptada. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MENDOZA, SERGIO DAMIÁN – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. N° CJS 37.990/15) (Tomo 203: 603/608 - 18 /febrero/ 2016) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Procedencia. Posible afecta-
ción de los derechos del debido proceso y de propiedad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad 
interpuesta a fs. 80/89 y, en su mérito, declararlo mal denegado y requerir a la Sala I del Tribunal de Impug-
nación que remita los autos a esta Corte. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el quejoso, 
además de invocar la causal de arbitrariedad, predica la supuesta violación de los derechos del debido proceso 
y de propiedad, por lo que pueden hallarse comprometidas las garantías constitucionales expuestas, máxime si 
tales cuestiones constitucionales devienen esenciales para la resolución de la causa. 
           Una nota esencial de la queja es el desarrollo de la crítica demostrativa de la errónea denegatoria del 
recurso, en tanto en ella se debe demostrar que el tribunal "a quo" ha incurrido en un error al vedar el acceso a 
la instancia superior.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  

CAUSA: "LLENES, JOSÉ HÉCTOR; EL VALLISTO S.A.  - QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO"(Expte. Nc CJS 37.972/15)  (Tomo 203:  475/482 - 12 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Absolu-
ción. Cambio de calificación. Delito de tenencia de estupefacientes para uso personal. Inconstitucionalidad 
del artículo 14, 2º párrafo de la Ley 23737; formalidades de las actuaciones preventivas.  Delito de resisten-
cia a la autoridad, bien jurídico protegido. Individualización de la pena por el tribunal de origen. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 1/5 y, en 
su mérito modificar la sentencia de fs. 188 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 193/205, en el sentido de 
absolver a Daniel Alfredo López y a Cristian Enrique Matías Yapura o Exequiel Fernández del delito de te-
nencia de estupefacientes para uso personal y ordenar que se les aplique al respecto una medida de seguridad 
curativa; y confirmar la condena a Cristian Enrique Matías Yapura o Exequiel Fernández por el delito de 
resistencia a la autoridad, disponiendo que bajen los autos al Juzgado de Garantías de Sexta Nominación a fin 
de que individualice la pena correspondiente. 
DOCTRINA: Corresponde modificar la calificación dispuesta en la sentencia de tenencia de estupefacientes 
con fines de comercialización por la de tenencia de estupefacientes para uso personal y absolver a los acusa-
dos de ese delito, si en la causa no se logró acreditar con certeza que hayan tenido estupefacientes para co-
mercializarlos, al no haberse secuestrado elementos aptos para el fraccionamiento, alargadores ni envoltorios 
ni otra prueba que resulte determinante, pero las constancias de la causa revelan que son comprobadamente 
dependientes crónicos de la droga, razón por la cual la conducta desplegada encuadra en la figura prevista en 
el artículo 14, 2º párrafo de la Ley 23737. 
            El artículo 14, 2º párrafo de la Ley 23737 es inconstitucional. Si el delito es de tenencia de estupefa-
cientes para uso personal, sólo corresponde ordenar una medida de seguridad curativa en pos de  la recupera-
ción del acusado, a tenor de lo dispuesto por los artículos 16 a 20 de ese texto legal. 

Las actuaciones preventivas deben revestir las formalidades que dispone expresamente el artículo 
189 del Código Procesal Penal (Ley 7690) en el sentido de que, cuando los oficiales o auxiliares de la policía 



que intervengan en el proceso deban dar fe de los actos realizados por ellos o cumplidos en su presencia, 
labrarán un acta en la que serán asistidos por dos testigos que, en ningún caso, podrán pertenecer a la reparti-
ción cuando se trate de las actas que acrediten actos irreproducibles y definitivos. 
           Corresponde ordenar que bajen los autos al tribunal de origen, si el Tribunal de casación no cuenta 
con los elementos de valoración suficientes para fijar la pena del acusado cuya su conducta realiza el tipo 
penal de resistencia a la autoridad. (Del voto de los Dres. Vittar y Posadas) 
               Si en la causa no se ha podido probar la ultrafinalidad de comerciar, componente subjetivo que re-
quiere el delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, pero surge de múltiples constan-
cias que los acusados son comprobadamente dependientes crónicos de la droga, debe dictarse una medida de 
seguridad curativa en pos de que sean sanados, a tenor de lo dispuesto por los artículo 16 a 20 de la Ley 
23737. 

El delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización requiere un componente subje-
tivo denominado ultraintencionalidad de la acción que exige por un lado la posesión o tenencia del objeto 
prohibido, y por el otro, el expreso deseo del agente comisivo de alcanzar el fin propuesto, que en el caso se 
encuentra representado por el propósito de comerciar o traficar los estupefacientes. 

El control de convencionalidad y de constitucionalidad que le cabe a la Corte nunca puede ser de-
clamativo ni meramente formal, sino concretamente ajustado al caso en análisis, en el que se debe hacer un 
examen exhaustivo de las garantías individuales a fin de que el hecho investigado no sea sustituido por una 
versión diferente a lo históricamente acontecido, toda vez que un hecho se tiene por probado cuando no pudo 
haber ocurrido de otro modo. 

Debe realizarse una elección apropiada de las figuras de tráfico ilícito, debido a la dudosa constitu-
cionalidad del tipo de tenencia con fines de comercialización de estupefacientes. 

Las fuerzas policiales y de seguridad tienen el deber de buscar testigos civiles que nada tengan que 
ver con la fuerza interviniente para llevar a cabo un procedimiento. De lo contrario, la omnipotencia del Esta-
do se vería reflejada en la disminución de los derechos de las personas, máxime en materia penal, en donde 
las consecuencias de un proceso errado puede aparejar consecuencias irreparables para la reputación y la 
honra de una persona. 

El delito de resistencia a la autoridad es de carácter doloso y tiene como presupuesto fundamental 
que quien desarrolla el accionar ilícito tenga preciso conocimiento de que contraviene a un mandato del poder 
público. Se trata de la oposición activa a la acción de un funcionario público o de la persona que a su reque-
rimiento o por obligación legal le presta asistencia, ejecutiva de una orden legítima dada por el propio funcio-
nario actuante o por otra autoridad pública. 

El bien jurídico protegido es la acción libre del funcionario público. Se trata de la protección a la le-
gal actuación del funcionario público, dentro del imperio del Estado, ante la resistencia de una persona. 
  Debe reenviarse la causa al tribunal de origen, si el Tribunal de casación no cuenta con los elementos 
de valoración suficientes para fijar la pena del acusado cuya su conducta realiza el tipo penal de  resistencia a 
la autoridad. . (Del voto del Dr. Cornejo) 
               Corresponde que la calificación de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización im-
puesta en la sentencia de condena sea sustituida por la de tenencia simple, si en la causa no se logró acreditar 
con certeza que los acusados hayan tenido estupefacientes para comercializarlos, pero tampoco que se encon-
traban destinados exclusivamente a consumo personal, sino que tenían el señorío o dominio de una sustancia 
que sabían prohibida y la cantidad de estupefacientes secuestrada –casi dos gramos y medio de cocaína-, el 
lugar –la vía pública- y las demás circunstancias que rodearon el hecho resultan idóneos para tener por confi-
gurado el riesgo que traspasa el ámbito de libertad de los imputados. 

El fin de comercialización debe ser probado a partir de los datos empíricos que surjan tanto de la ma-
terialización de la conducta imputada como de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que la rodean. La 
finalidad de vender debe surgir de una valoración conglobante de los elementos existentes en la causa. 

Cuando los oficiales o auxiliares de la policía que intervengan en el proceso deban dar fe de los actos 
realizados por ellos o cumplidos en su presencia, labrarán un acta en la que serán asistidos por dos testigos 
que, en ningún caso, podrán pertenecer a la repartición cuando se trate de las actas que acrediten actos irre-
producibles y definitivos. 

Es responsable el acusado del delito de resistencia a la autoridad, si el tribunal de juicio tuvo por 
acreditado que en ocasión de ser aprehendido por personal policial intentó evadirse ofreciendo resistencia, 
arrojando golpes de puño y puntapiés y utilizando un elemento punzo cortante. 

El tipo penal de resistencia a la autoridad  requiere que el imputado haya resistido o desobedecido a 
un funcionario público en ejercicio de sus funciones, o a quien le prestare asistencia, con independencia de 
que para ello hubiera utilizado algún elemento. 

El bien jurídico protegido es la acción libre del funcionario público. La resistencia lesiona el orden 
de la administración pública atacando el ejercicio de la libertad funcional, de modo que es la libre acción del 
funcionario, durante el ejercicio de su cometido legal, lo que el tipo penal protege. (Del voto del Dr. Samsón) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Cornejo, Posadas, Samsón.     DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C YA-
PURA, CRISTIAN ENRIQUE MATÍAS; LÓPEZ, DANIEL ALFREDO – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.434/14) (Tomo 203: 57/90 - 12 /enero/ 2016) 



 
RECURSO DE CASACIÓN. Reenvío de la CSJN. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REMITIR estos autos al Juzgado de origen, a fin que constate, mediante los 
informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de una sentencia condenatoria 
por otro delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y se pronuncie en consecuencia. 
DOCTRINA: Los tribunales deben pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
           Si en la causa la acción penal se encuentra posiblemente prescripta, corresponde remitir los autos al 
juzgado de origen a fin de que constate previamente, mediante informes actualizados del Registro Nacional de 
Reincidencia, la existencia o no de una sentencia condenatoria por otro delito que haya interrumpido el plazo 
de prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Ernesto R. Samsón -Juez de Corte-, Virginia Haydeé Solórzano, Luciano Martini, Pablo 
David Arancibia, Eduardo Arturo Barrionuevo y Rubén Eduardo Arias Nallar –Jueces Tribunal de Impugna-
ción llamados a integrar-. DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C VILLAGRÁN, CRISTIAN 
HORACIO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.700/12) (Tomo 203:  465/470 – 
04/febrero/2016) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Ausencia de cuestión constitucional. Resolución que decla-
ra abstracta la solicitud de prórroga formulada por el Tribunal de Juicio. Plazo razonable de duración del 
juicio; cómputo; carácter del plazo; sanción de caducidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
104/110 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de inconstitucionalidad, si no se advierte que el Tribunal de 
Impugnación, al declarar abstracta la solicitud de prórroga formulada por el Tribunal de Juicio haya dado 
razones vacías de contenido y fuera de los límites de las garantías que brindan la Constitución y los tratados 
internacionales, que permitan suponer un déficit argumentativo en su decisión y con ello una resolución arbi-
traria, y ha obrado dentro de un razonamiento lógico y acorde a las normas procesales. 
           El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. Su 
admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, oportunamente introducida, de-
viene esencial para la resolución de la causa. 

Para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla un proceso se deben tomar en 
cuenta: la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judi-
ciales, aspectos que deben inscribirse en lo que se dio en llamar análisis global del procedimiento. (Del voto 
de los Dres. Kauffman, Vittar, Díaz, Catalano, Cornejo, Posadas y Samsón) 
             El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. 

Se impone el rechazo del recurso de inconstitucionalidad, si el Tribunal de Impugnación arribó a una 
solución correcta y ajustada a derecho al pronunciarse por la subsistencia del proceso y la validez de la con-
dena dictada, y la solución jurídica dispuesta, pese al acto procesal que da inicio al cómputo del plazo razona-
ble de duración del juicio, no resulta anómala ni da lugar a un caso que revista un inequívoco carácter excep-
cional. 

La sanción de caducidad corresponde exclusivamente a la etapa de juicio. Ello es así frente a la co-
rrecta solución del artículo 219 del Código Procesal Penal –que establece la concreta sanción procesal de 
caducidad que, como tal, repercute en y para el proceso penal- y 24 de la posterior Ley 7716 –que incorpora 
una esclarecedora fórmula al separar entre plazos de la investigación penal preparatoria y del juicio, el que es 
de carácter ordenatorio.  

El plazo de dos años al que se supedita la caducidad sólo puede computarse a partir de que el expe-
diente ha culminado con los trámites preparatorios y se encuentra efectivamente a disposición del tribunal que 
entenderá con competencia para dictar sentencia definitiva.  

Durante la investigación preparatoria se produce de modo inevitable una tensión entre la necesidad 
de eficacia de la persecución penal del Estado y el respeto de las garantías individuales comprometidas en 
dicha persecución. Cuando no se concluye en un sobreseimiento, la investigación sólo tiene una naturaleza 
meramente preparatoria, en tanto preparatoria del juicio, como etapa más importante y culminante del proce-
so. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Posadas y Samsón) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C TOLABA, JULIO ARMANDO – RECURSO DE INCONSTITUCIONA-
LIDAD PENAL” (Expte. CJS Nº 37.847/15) (Tomo 203: 349/364 - 02 /febrero/ 2016) 
 
 



RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Inexistencia de cuestión constitucional. Doctrina de la 
arbitrariedad. Delitos de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización y de tenencia para uso 
personal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 400/413 vta. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad, si el recurrente atribuye arbitrariedad a 
la sentencia del Tribunal de Impugnación sin lograr precisar ni demostrar de qué modo se vulneran los dere-
chos constitucionales que invoca, ya que aquélla contiene fundamentos suficientes, resuelve conforme a una 
recta apreciación de los hechos y el derecho aplicable y es además precisa y congruente, al hacer lugar par-
cialmente al recurso de casación interpuesto en lo concerniente a la imputada a quien absuelve por el benefi-
cio de la duda. 

No basta para demostrar la existencia de una situación de inconstitucionalidad, el hecho de invocar la 
vulneración de derechos constitucionales, si no se prueba la afectación puntual de esos derechos. 
          La doctrina de la arbitrariedad es el medio para resguardar las garantías de la defensa en juicio y a un 
debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho 
vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar y 
Posadas) 
             Se debe sustituir la calificación del delito dispuesta en la sentencia de condena de tenencia de estupe-
facientes con fines de comercialización por la de tenencia de estupefacientes para consumo personal, y en vez 
de una pena aflictiva de singular desmesura como se le aplicó en la especie, imponérsele la medida de seguri-
dad curativa, si la única versión con la que se cuenta en la causa es la de los preventores. 

Las fuerzas policiales y de seguridad tienen el deber y la obligación de buscar testigos civiles, que 
nada tengan que ver con la fuerza interviniente para llevar a cabo un procedimiento. De lo contrario la omni-
potencia del Estado se vería reflejada en la disminución de los derechos de las personas, máxime en materia 
penal, en donde un proceso errado, puede aparejar consecuencias irreparables para la reputación y la honra de 
una persona. 

Los testigos civiles, e independientes, hacen a la esencia de los principios de inocencia y de culpabi-
lidad, indispensables para que el Estado de Derecho no se torne en utópico. 

Debe realizarse una elección apropiada de las figuras de tráfico ilícito, debido a la dudosa constitu-
cionalidad del tipo de tenencia con fines de comercialización de estupefacientes, que presenta serios reparos 
también en cuanto a la falta de descripción del tipo. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Cornejo, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C COPA, 
SEBASTIÁN ALFREDO - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
37.835/ 15) (Tomo 203: 101/124 - 15 /enero/ 2016) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD.  Inexistencia de cuestión constitucional. Resolución que 
rechaza el beneficio de la suspensión del juicio a prueba. Violencia de género, particularidades del caso. 
Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
187/193. 
DOCTRINA: La correcta deducción del recurso extraordinario exige que el impugnante demuestre la incon-
sistencia de las razones expuestas en el fallo que pretende objetar. 
           Se ajusta a derecho la resolución que deniega al imputado de los delitos de lesiones leves y coacción 
el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si los hechos están calificados como violencia de género, 
porque la adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral, es impro-
cedente. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo y Díaz) 
             Debe rechazarse el recurso de inconstitucionalidad, si el análisis de los argumentos expuestos por la 
impugnante y las constancias de la causa lleva a concluir que no se ha materializado una cuestión constitucio-
nal, y los fundamentos expresados en el fallo del Tribunal de Impugnación que lo condujeron a confirmar 
el rechazo del pedido de suspensión del juicio a prueba del imputado, dentro del contexto del proceso y a 
la luz de una ponderación de los hechos, aparece como una solución ajustada a derecho y propia de los 
jueces de la causa. 

Es improcedente la tacha de arbitrariedad si el tribunal ha adoptado una solución posible, sin que 
se vislumbre la aducida irrazonabilidad de la sentencia y los argumentos del recurrente no alcanzan a reba-
tir eficazmente las razones que sustentan las conclusiones del pronunciamiento. 

No procede la suspensión del juicio a prueba si el hecho requerido se cometió en un contexto de vio-
lencia de género . (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo y Díaz) 
              Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad, si las particularidades del caso no guar-
dan analogía con el que tramitara ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación donde se ha denegado el 
beneficio de la suspensión del juicio a prueba por tratarse de una situación de violencia de género, y el tribu-
nal de la causa omitió valorar el cumplimiento de todos los requisitos exigidos para la concesión del instituto. 

Por vía de principio, la naturaleza del delito imputado no debe erigirse en criterio rector a fin de esta-
blecer categorías de inculpados para luego despojarlos, con prescindencia de las circunstancias del caso con-



creto, del acceso a ciertos derechos o beneficios de que pueden gozar a raíz de la garantía constitucional del 
estado de inocencia que los ampara, por mas aberrante que sea la imputación. 

Resulta indispensable atender a las constancias del caso concreto a efectos de dilucidar si la conce-
sión de la suspensión del proceso a prueba respecto de quien carga con tan grave imputación lleve necesaria-
mente a incumplir el deber asumido por el Estado de adoptar las políticas para prevenir, investigar y sancionar 
la violencia contra la mujer. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C OLMOS, MARCOS ABEL – RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD PENAL” (Expte. Nº CJS 37.820/15) (Tomo 203: 719/744 - 23 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Nulidad de la sentencia. Sanción de decomiso. Omisión de 
dar intervención en el trámite del recurso a la Dirección General de Rentas,  artículo 8º del Código Fiscal. 
Derechos de defensa en juicio y del debido proceso; principio de bilateralidad procesal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I HACER LUGAR al planteo de nulidad articulada a fs. 183 y, en su mérito, decla-
rar la nulidad de la sentencia de fs. 173/179.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia, si en la causa que se inicia por la sanción de 
decomiso impuesta por la Dirección General de Rentas por aplicación de lo dispuesto en el art. 57 del Código 
Fiscal, se ha omitido darle legal intervención en el trámite recursivo cumplido ante la Corte, por afectar los 
derechos de defensa en juicio, del debido proceso y el principio de bilateralidad procesal. 

La Dirección General de Rentas es parte -tanto en trámites administrativos como judiciales-, en todas 
las actuaciones en las que se cuestione la procedencia de la aplicación del Código Fiscal o leyes fiscales espe-
ciales. 

La eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía 
constitucional no podría convalidarse. (Del voto del Dr. Díaz) 
             Por expresa remisión del Código Fiscal, la Dirección General de Rentas se encuentra amparada por 
las normas del derecho procesal penal, motivo por el cual es parte de la relación procesal durante todo el cur-
so del proceso y tiene el derecho de ser escuchada en todas las instancias a los fines de no menoscabar el 
principio de bilateralidad o dualidad procesal. 

Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional de la Corte el control, aun de 
oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran comprometidos aspectos que atañen al orden 
público, por lo cual, la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte 
una garantía constitucional no podría convalidarse. 

Se debe declarar la nulidad de la sentencia si no se ha dado legal intervención a la Dirección General 
de Rentas en la etapa recursiva, por afectar los derechos de defensa en juicio, del debido proceso legal y del 
principio de bilateralidad procesal. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas y Samsón) 
              En el supuesto de decomiso y de clausura, existe una manifestación de voluntad de la Administración 
enunciada a través de un acto administrativo. De esa suerte, la integración de la litis debe indefectiblemente 
cumplirse con el órgano del cual emana dicha decisión administrativa. Y ello debe cumplirse tanto en la ins-
tancia ordinaria como durante la sustanciación del recurso de inconstitucionalidad. 

En el procedimiento de decomiso, el órgano de la Administración no ejercita facultades jurisdiccio-
nales sino sancionatorias. 

Si en el trámite del recurso no se ha dado intervención a la Administración, la Dirección General de 
Rentas, se violenta un principio básico en materia procesal, como lo es el de bilateralidad o contradicción. 

Para poder asegurar el derecho de defensa (art. 18, CN), la tutela judicial efectiva y el principio de 
congruencia, es necesario correr traslado a la autoridad para que defienda el acto o se avenga a la petición del 
actor. 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por 
un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustan-
ciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obliga-
ciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, 
Catalano y Cornejo) 
              La sanción de decomiso prevista en el artículo 57 del Código Fiscal de la Provincia, como todas las 
sanciones tributarias, importa una medida de carácter estrictamente penal y le son aplicables los principios 
constitucionales que rigen en dicha materia. El artículo 66 del Código Fiscal establece la aplicación supletoria 
de las disposiciones contenidas en el Código Procesal Penal, en tanto aquéllas no se opongan a sus previsio-
nes. 

Según el artículo 8º del Código Fiscal, la Dirección General de Rentas tiene la calidad procesal de 
parte en todas las actuaciones de cobro coactivo por obligaciones fiscales establecidas por ese código o leyes 
fiscales especiales, y aquellas en las que se cuestiona la procedencia de la aplicación de las mismas, lo que se 
aplica a trámites judiciales y administrativos. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  CAU-
SA: “RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR EL DR. ARIAS LINARES, 
ADOLFO EN REPRESENTACIÓN DE LÁVAQUE, FÉLIX ANTE LA DIRECCIÓN 



GRAL. DE RENTAS – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
36.721/13)  (Tomo 203: 365/380 - 02 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Sentencia que se aparta de la ley vigente. Aplicación de las 
normas procesales, carácter del plazo razonable de duración del juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 35/38 vta. 
y, en su mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 10/11 vta. II. ORDENAR que bajen los autos a la Sala que 
corresponda del Tribunal de Impugnación, a los fines del dictado de un nuevo pronunciamiento, con arreglo al 
presente. III. DISPONER se remita testimonio de esta sentencia a la Sala I del Tribunal de Impugnación. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto, si la sentencia impug-
nada se aparta de la ley, pues debió resolver aplicando la ley procesal vigente. 
          Deben aplicarse las reglas generales de los artículos 5º y 7º del nuevo Código Civil y Comercial, que 
regulan lo atinente a la vigencia y eficacia temporal de la ley, respecto del ámbito de vigencia temporal de la 
ley procesal y en relación a los actos procesales a los que resulta aplicable. 

Las normas procesales son de inmediata aplicación a los juicios en trámite, siempre que su recepción 
al pleito no afecte la validez de los actos ya cumplidos de conformidad con las leyes anteriores. 

La retroactividad que prohíbe el artículo 18 de la Constitución Nacional es solamente la que podría 
resultar de la aplicación de leyes de naturaleza penal. 

El principio de aplicación de la ley penal más benigna sólo refiere a normas penales materiales o sus-
tantivas y no cuando estamos frente a normas procesales penales, en cuyo caso rige la norma vigente al mo-
mento de la realización del acto procesal. 

Vencidos los plazos de la investigación penal preparatoria y previo a la solicitud de sobreseimiento, 
se debe requerir al fiscal la emisión de la resolución que corresponda. El plazo previsto en el artículo 241 del 
Código Procesal Penal es de carácter ordenatorio.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “VILTE GALLARDO, GABRIEL ORLANDO – RECURSO DE INCONSTI-
TUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 37.929/15) (Tomo 203: 429/440 - 02 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN. Providencia que declara inadmisible la Queja por retardo de justicia. Au-
sencia de gravamen. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de revocatoria interpuesto a fs. 6 y, en su méri-
to, confirmar la providencia de fs. 4. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo del recurso de reposición deducido contra la providencia que declaró 
inadmisible la queja por retardo de justicia, si en el caso la quejosa omitió acompañar las copias correspon-
dientes a la solicitud de pronto despacho -que afirma haber presentado- necesarias para determinar si efecti-
vamente requirió al titular del juzgado interviniente el dictado del pronunciamiento correspondiente, por lo 
cual no se advierte gravamen ni error de juicio. 
           La queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden incurrir los 
tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su cargo. 
Exige, como recaudos de procedencia, el vencimiento del término estipulado para el dictado de una resolu-
ción, la presentación previa de un pedido de pronto despacho por parte del interesado y el transcurso de tres 
días sin reversión de la inactividad. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C VILA, 
LUIS ERNESTO – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” (Expte. Nº CJS 38.006/15) 
(Tomo 203: 483/488 - 15 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en 
casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1313/1342. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si la reiteración de los agravios que 
efectúa la defensa se presenta como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba, que si bien puede, 
como lo hizo, integrar la materia de la casación, no alcanza para dar sustento a la vía intentada, y no logra 
revertir los fundamentos por los cuales el Tribunal, al resolver el recurso de casación en reenvío, consideró 
que frente a la contundencia probatoria de los testimonios existentes en la causa sobre la autoría del acusado, 
el informe de la pericia balística pierde relevancia. 

No hay sentencia arbitraria si los agravios del recurrente sólo manifiestan su discrepancia con los cri-
terios de selección y valoración de las pruebas que han utilizado los jueces de la causa para declarar autor 
penalmente responsable al acusado. La tacha de arbitrariedad es excepcional, y no procura sustituir a los jue-
ces en asuntos que les son privativos, ni revisar el acierto con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue 
error en la solución del caso. 
TRIBUNAL: Dres. Mónica Graciela Faber , Martín Fernando Pérez,  Pablo Farah,  Bernardo Antonio Ruiz, 
Norma Beatriz Vera –Jueces Tribunal de Juicio llamados a integrar-,  Rubén Eduardo Arias Nallar  y  Pablo 



Mariño –Jueces Tribunal de Impugnación llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C 
ALANDI TEJERINA, JUAN DOMINGO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.328/11) (Tomo 203: 699/706 - 22 /febrero/ 2016) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en 
casación. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1241/1268. Con 
costas. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los vicios atribuidos al pronunciamiento 
impugnado sólo ponen de manifiesto una discrepancia del recurrente con lo resuelto por el Tribunal de casa-
ción y remiten a cuestiones de hecho y prueba, en principio ajenas a la vía recursiva intentada.  

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren ta-
les, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se 
sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impiden considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. 
TRIBUNAL: Dres. Ernesto R. Samsón -Juez de Corte-, Luciano Martini, Abel Fleming, Virginia Solórzano, 
Pablo Mariño -Jueces  Tribunal de Impugnación llamados a integrar-, María del Milagro López y Norma 
Beatriz Vera -Juez Tribunal de Juicio llamado a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
MARTÍNEZ, JOSÉ ABRAHAM – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.049/11) (Tomo 203: 451/458 - 04 /febrero/ 2016) 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


